

SENTENCIA NÚMERO: SESENTA Y CINCO
En la ciudad de Córdoba, a un día del mes de junio de dos mil diecisiete, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados "DIAZ, ELBA Y OTRO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Nº 1965561), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora.


Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1. A fs. 62 la parte actora interpuso recurso de apelación en contra del Auto Interlocutorio Número Veintiséis, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el doce de febrero de dos mil quince (fs. 59/61), mediante el cual se resolvió: "1.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto y confirmar en todas sus partes el decreto recurrido. 2.- Sin costas, sin perjuicio de que los honorarios del letrado interviniente sean abonados, si correspondiere, por el beneficiario de los trabajos. …".


2. Concedido el recurso (Auto Interlocutorio Nro. 224/15, fs. 66 y vta.), se elevan las presentes actuaciones a este Tribunal (fs. 68).

3. Con posterioridad, se dispuso correr traslado a la apelante para que exprese los agravios que le irrogaba la resolución impugnada (fs. 69), quien lo evacuó a fs. 70/76vta., solicitando que se hiciera lugar al recurso planteado y se habilitara la instancia judicial.

La expresión de agravios admite el siguiente compendio:
Dice que le agravia la resolución dictada por cuanto realiza una errónea aplicación de la ley sustantiva al momento de decidir sobre la habilitación de la instancia judicial, desconociendo los principios que rigen en dicha etapa del proceso contencioso administrativo, impidiendo de manera ilegítima acceder al control judicial de los actos de la Administración.

Agrega que se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva regente en nuestro sistema con raigambre constitucional a partir de la incorporación de la Convención Americana de Derechos Humanos por el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional.
Esgrime, en primer lugar, que le agravia que el Tribunal considere que la interposición de la queja resulta obligatoria a los fines del agotamiento de la vía administrativa, lo que a su entender demuestra que ha interpretado en forma errónea la normativa vigente, desvirtuando su real contenido y significado.

Cuestiona que la Juzgadora haya englobado el instituto de la queja dentro de la categoría genérica de los recursos, estableciendo un paralelismo con el recurso directo previsto en el artículo 402 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, cuando debió realizar una disquisición respecto de la naturaleza jurídica de la queja en el ámbito administrativo. 

Arguye que el primer error del Tribunal consiste en omitir considerar que el instituto de la queja, a la luz del derecho administrativo, se distingue de los recursos y de allí que se incurra en la segunda equivocación, al estimar que el artículo 77 de la Ley de Procedimiento Administrativo incluye a la queja en su referencia a los recursos de obligatoria interposición, cuando es claro que el artículo 86 ib. otorga al interesado la opción de su presentación. 

Indica que también ha fallado la Juzgadora en la exégesis del articulado específico de la queja respecto de la facultad de su presentación, por asimilarla nuevamente al recurso directo del Código de Procedimientos para la materia civil.

Apunta que tanto en el procedimiento administrativo nacional como en el provincial se establece explícitamente el carácter potestativo de la interposición de la queja.


Manifiesta que no cabe la posibilidad de hacerle decir a la ley lo que ella no dice y menos aun cuando la conclusión a la que se arriba es contraria a los principios fundamentales que rigen el procedimiento administrativo -informalismo, in dubio pro habilitate instantiae, in dubio pro actione e in dubio pro administrado-. Añade que la resolución atacada no ha receptado tales principios y ha incurrido en un exceso de rigor formal, inobservando la ley aplicable y contrariando la jurisprudencia vigente -que cita-.


Señala que las formas siempre tienen un rol de instrumentalidad por lo que mal puede el Tribunal a quo rechazar la habilitación de la instancia creando una formalidad inexistente, como es la obligatoriedad de la interposición de la queja.


Precisa que el requisito del agotamiento de la instancia administrativa tiene su basamento en la idea de que la Administración pueda revisar sus actos y corregir errores mediante el control jerárquico; pero frente a la pasividad de la Administración o su indiferencia ostensible no puede articularse esta exigencia como herramienta para obstaculizar el acceso a la jurisdicción en búsqueda de la revisión judicial de los actos administrativos. Invoca doctrina a su favor. 


Afirma que ha respetado la totalidad de los requisitos formales exigidos por la ley para interponer la acción judicial, por haber agotado al respecto la totalidad de las instancias impugnativas obligatorias en Sede Administrativa. 

Señala que tanto el Señor Gobernador de la Provincia como su inferior inmediato             -Sr. Ministro de Salud de la Provincia-, quien en el caso ha obrado por delegación del titular del Poder Ejecutivo se encontraban en pleno conocimiento de la cuestión planteada (fs. 15, 22, 25 y 29 de autos), y también se hallaban interpuestos los recursos de obligatoria interposición, por lo que difícilmente puede encontrarse algún fundamento valedero para defender el requisito del agotamiento a ultranza -más cuando se encontraba cumplido- y exigir nuevos requisitos para acceder a la revisión judicial.
Formula reserva del recurso extraordinario federal (art. 14 de la Ley 48).

4. A fs. 77 se corrió traslado al Señor Fiscal General de la Provincia y se expidió el Señor Fiscal Adjunto a fs. 78/79vta. por la desestimación formal del recurso interpuesto (Dictamen C.A. N° 838 del 5 de agosto de 2015).

5. A fs. 80 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 81 y 83), dejó la causa en condiciones de ser resuelta.

6. El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, en contra de una resolución recurrible y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento           (art. 43 de la Ley 7182).
7. La decisión de primera instancia contiene una adecuada relación de la causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración  (art. 329 del C.P.C. y C.).
8. Mediante el pronunciamiento dictado en autos la Cámara a quo rechazó el recurso de reposición interpuesto por la parte actora y confirmó el primer decreto fundado suscripto por el Presidente del Tribunal de fecha veintiocho de noviembre de dos mil catorce, que declaró que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal, por cuanto no se había interpuesto la queja que establece el artículo 86 de la Ley 6658 para obtener del Poder Ejecutivo la decisión denegatoria a partir de la cual se podía interponer la demanda contencioso administrativa, en virtud de lo cual, entendió que no se concurría con un acto administrativo que causara estado respecto del que se haya agotado la vía administrativa -arts. 1° inciso "a" y 6 de la Ley 7182- (cfr. fs. 44 y vta.).


Contra tales razones alza su embate la parte recurrente en los términos reseñados, peticionando que se revoque la decisión impugnada y se habilite la instancia contencioso administrativa, habida cuenta de que el pronunciamiento efectuó una errónea aplicación de la ley, desconoció los principios que rigen en la etapa de la habilitación de instancia y le impidió acceder al control judicial de los actos de la Administración, vulnerando su derecho a la tutela judicial efectiva.  
9. A los fines de verificar si, en el caso, se ajusta a derecho lo resuelto por el Tribunal a quo con relación a la extemporaneidad de la demanda, al considerar que fue planteada encontrándose vencido el plazo del artículo 8 de la Ley 7182 y, en consecuencia, ha devenido firme el acto administrativo cuestionado (cfr. fs. 107/109vta.), resulta adecuado efectuar las siguientes consideraciones.

Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero, reiterada por esta Sala (Sent. Nro. 22/1997 "Álvarez..."; Sent. Nro. 72/1997 "Aliaga, Agustín..."; Sent. Nro. 82/2000 "Almirón, Ángel Nicolás..."; Sent. Nro. 50/2000 "Barbero, Omar..."; Sent. Nro. 205/2000 "Clamer, Pedro Jorge..."; Sent. Nro. 73/2005 "Sobrino, Margarita...", entre otras) la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 "Sodicor...", 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado".


También es pertinente recordar que es principio esencial de nuestro proceso administrativo que la revisión judicial de los actos administrativos debe estar necesariamente precedida del autocontrol que posibilita el procedimiento administrativo, permitiendo que la Administración rectifique sus propios actos.

En este orden de ideas, cuando el artículo 1 inciso "a" de la Ley 7182 impone como presupuesto procesal que se impugne un acto administrativo, exige que éste "cause estado" en razón de haberse agotado a su respecto las instancias administrativas.


Sabido es, por otra parte, que el acto que causa estado, es un acto administrativo definitivo contra el cual se han interpuesto, en tiempo y forma, todos los recursos administrativos necesarios a fin de agotar la vía, cumplimentando de tal forma lo dispuesto por el artículo 178 de la Constitución Provincial.


Es que, como se ha sostenido doctrinariamente, en el sistema de Córdoba, al igual que en el resto del país, en todos los casos debe procurarse el agotamiento de la vía administrativa hasta llegar a la autoridad con facultad para resolver en última instancia (art. 6 de la Ley 7182). Su objeto no es sólo evitar el efecto sorpresa, sino, en esencia, responsabilizar a los órganos superiores que en definitiva son los primeros responsables de las consecuencias ulteriores. Estos últimos pueden evitar la revisión judicial haciendo lugar a los recursos cuando corresponda, ejercitando un verdadero control de juridicidad, o fundar mejor los actos denegatorios susceptibles de control jurisdiccional. En principio, el custodio máximo de la organización o su nivel inmediato inferior, deben tener la posibilidad de evitar el pleito o al menos tener conocimiento de su interposición (de mi autoría, Procedimiento Administrativo, Jornadas Organizadas por la Universidad Austral Facultad de Derecho, Ed. Ciencias de la Administración, División Estudios Administrativos, pág. 487).

10. En lo que respecta a la materia sustancial debatida en autos -obligatoriedad de la queja-, este Tribunal ya ha tenido oportunidad de expedirse al respecto en anteriores precedentes (cfr. "Clamer…", Sent. Nro. 205/2000).


En tal oportunidad, se señaló que "…el recurso jerárquico comporta un verdadero poder de revisión de legitimidad y de oportunidad, llevado a cabo por el superior jerárquico del órgano administrativo que dictó el acto objeto de impugnación. Está íntimamente consustanciado con la jerarquía administrativa como un recurso ordinario y común. De allí que Sayagués Laso (Tratado de Derecho Administrativo, Montevideo, T. I, p. 221) considera que "el recurso jerárquico es de principio de toda administración centralizada...pues deriva de la existencia de subordinación jerárquica"".

En esta línea de pensamiento se añadió que, teniendo presente la verdadera esencia de la impugnación, cual es la de posibilitar que se ejerzan las potestades de control por parte de la autoridad con facultad para resolver en última instancia, "…sólo cabe concluir que quien interpone recurso jerárquico -ante el Inferior-, debe necesariamente obtener la decisión             -expresa o tácita- del órgano superior…", circunstancia en que hallaría sentido y verdadera significación la obligatoriedad que reviste la queja.

11. No obstante ello, la aplicación de la norma formal exige tener presente las concretas y objetivas circunstancias del caso a fin de evitar incurrir en un ritualismo que signifique una concreta prohibición de acceso a la jurisdicción y consecuentemente, la afectación de derechos constitucionales.

En el caso, las constancias de la causa revelan que:
a) los actores plantearon el ocho de octubre de dos mil trece recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio en contra de la Resolución Número 346/13 -de la cual tomaron conocimiento el 01/10/2013, según las constancias de la causa, cfr. fs. 23/24vta., 25 y 21- ante el Señor Ministro de Salud -autoridad de la que emanó el acto administrativo- (cfr. fs. 25/28vta.);
b) ante la falta de respuesta a sus planteos, la administrada acudió con fecha veintinueve de abril de dos mil catorce ante el titular del Poder Ejecutivo Provincial y le hizo saber que la autoridad inferior ante la cual había interpuesto un recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio -mencionando el número de expediente en el que se había tramitado- no había emitido resolución al respecto, pese a que se había agotado en exceso y de manera injustificada el plazo para resolver. En tal oportunidad expresó: "…ante la morosidad incurrida y a los fines de agotar la vía administrativa vengo…a formalizar pedido de pronto despacho, a los fines de que en los próximos veinte días de recibido el presente dicte resolución definitiva…bajo apercibimiento de iniciar acción judicial de amparo por mora administrativa y/o de considerar denegado tácitamente el reclamo y en su caso iniciar las acciones contenciosas que correspondan…" (fs. 29 y vta.);

c) con posterioridad, esto es el catorce de julio de dos mil catorce, el Señor Ministro de Salud resolvió mediante Resolución Número 0449 "rechazar" el recurso de reconsideración y el jerárquico en subsidio, por haber sido interpuestos extemporáneamente, enunciando en los considerandos la fecha en que los diversos administrados tomaron conocimiento de la Resolución Número 346/13, sin mencionar el momento en que ello sucedió con relación a los actores en este pleito y sin hacer alusión alguna a la nota presentada ante el Poder Ejecutivo (fs. 35 y vta.); decisión que fue notificada a los actores con fecha dieciocho de julio de dos mil catorce (fs. 34), habiendo sido interpuesta la demanda el veintiocho de agosto de dos mil catorce (cfr. fs. 8).
12. El repaso de lo acontecido en el subexamine efectuado en el punto anterior pone de manifiesto que la decisión de la Cámara según la cual la presente causa no correspondía a esta jurisdicción por no satisfacer el requisito previsto en los artículos 1 inciso "a" y 6 de la Ley 7182 y descartar "…la aplicación del principio ‘in dubbio pro actione", como forma de favorecer el acceso a la jurisdicción, en virtud de la inexistencia de "…circunstancias fácticas que merezcan mayor esclarecimiento o prueba alguna que las ilustren…" (fs. 60vta.), no aparece debidamente justificada.
En efecto, si se pondera que la actora ante el vencimiento de los plazos establecidos para la resolución de su recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio por la autoridad competente, acudió al Poder Ejecutivo y le solicitó que se expidiera sobre su petición                    -individualizando concretamente el asunto al que se refería-, persiguiendo la obtención de la decisión de la máxima autoridad de la Administración -cumpliendo la finalidad establecida por el art. 86 de la Ley 6658-; como así también que, en lugar de alcanzar una solución sobre su petición por parte de esta última autoridad, obtuvo un pronunciamiento del Ministro de Salud, quien resolvió "rechazar" el recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio, sin hacer la más mínima alusión al requerimiento efectuado ante el Poder Ejecutivo, se apreciará la duda razonable que pudo haber llevado a la Señora Díaz a plantear su demanda en esta Sede, en vez de interponer la queja regulada en la Ley de Trámite Administrativo.
Es que el hecho de que el Señor Ministro haya resuelto "rechazar" el recurso jerárquico en lugar de denegar su concesión ante la autoridad superior, una vez vencido el plazo máximo establecido a tal efecto por el artículo 67 inciso h) de la Ley 6658 y con posterioridad a que la actora acusara dicha situación ante la autoridad superior a la que le requirió en forma concreta que se pronunciara sobre su petición en virtud de la morosidad en que había incurrido el inferior, pudo generar en la Señora Díaz la creencia de que había existido una delegación de competencia a favor del Señor Ministro y, por lo tanto, de que había agotado correctamente la vía administrativa.
Por otra parte si bien la inteligencia del artículo 86 de la Ley 6658 no puede prescindir de las claras prescripciones de los artículos 77 y 83 de la misma ley no de lo dispuesto en los artículos 1 y 6 de la Ley 7182, cabe ponderar otro elemento que pudo contribuir a generar incertidumbre en la administrada a la hora de cumplimentar con el recaudo del agotamiento de la vía administrativa establecido legal y constitucionalmente, cual es el modo en que está legislada la cuestión en la Ley de Procedimiento Administrativo. Repárese en que en el capítulo dedicado a reglar las impugnaciones administrativas se establece que la interposición de los "recursos" regulados por la ley "será siempre necesaria a los fines de agotar la vía administrativa" (art. 77 de la Ley 6658), mas en el texto de la ley la queja no es calificada como un "recurso" y al establecerse lo atinente a su planteo se dispone que el interesado "podrá" comparecer ante el Poder Ejecutivo.
13. En este contexto fáctico y normativo, cabe propiciar una interpretación sistémica del orden normativo procesal local que armonice con las garantías constitucionales y convencionales que excluyen los rigorismos formales puros.

Ello es así, dado que el singular modo en que se sucedieron los hechos en la instancia administrativa bien pudieron generar en el justiciable una duda razonable en cuanto a la forma de agotar la vía administrativa en el caso, circunstancia que habilita para resolver del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva, ya que "...al margen de que una conclusión diferente importaría dejar de lado los evidentes motivos de justicia y equidad que median en autos y que hacen que deba darse prioridad al derecho de defensa, se frustraría, por un excesivo rigor formal en la interpretación de las normas en juego, una vía eventualmente apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado con mengua de la verdad jurídica objetiva..." (C.S.J.N. 03/03/2005 "Cantera Timoteo S.A. c. Mybis Sierra Chica S.A. y otros", L.L. 2005-D, 3, con nota de Juan Pedro Colerio, LL 2005-C, 433, TySS 2005, 498).

14. En el sublite, el balancing o ponderación de los valores jurídicos superiores en juego, en el acto de promoción de la revisión judicial de la legalidad de la actividad administrativa, proyecta desde su vértice una solución para esta causa, que sin quebrantar la configuración legal de las formas esenciales del procedimiento administrativo y del proceso contencioso administrativo, concilia las exigencias formales previstas como esenciales y el principio pro actione, frente a una duda razonable, que ha podido suscitarse en el administrado acerca de los pasos que debían seguirse a fin de agotar la vía administrativa previa.
Ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el apego excesivo al texto de las normas sin apreciar las circunstancias particulares del caso no se aviene con la cautela con que se deben juzgar las situaciones en las que se encuentra en juego el principio in dubio pro actione (del dictamen de la Procuración General, al que remitió; Fallos 330:1389, 10/04/2007, "Cocha Nicolás Alberto s/ Rec. Judicial - Art 40, Ley 22.140").
15. El examen de las condiciones de admisibilidad de la demanda contencioso administrativa es incompatible con el excesivo rigor formal de los razonamientos lógicos, pues lo esencial es dar a las normas procesales un alcance acorde con el contexto general y los propósitos que las informan, a fin de posibilitar al demandante la tutela judicial efectiva de sus derechos, en consonancia con la garantía prevista por el artículo 18 de la Constitución Nacional.

16. Con base en lo explicitado precedentemente, cabe concluir que en el sub lite estamos en presencia de un supuesto de extrema excepción, frente al cual, se juega la efectividad de la tutela judicial efectiva y también de la tutela administrativa efectiva que supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia fundada (Fallos 310:1819 y fallo de la C.S.J.N. de fecha 14 de octubre de 2004, en autos "A 937 XXXVI, Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER C. dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986" y comentario de Canosa, Armando N., "Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva" en R.A.P. Nro. 323, pág. 75).


La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Cantos v. República Argentina..." del veintiocho de noviembre de dos mil dos, al referirse a las garantías judiciales de los artículos 8.1 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica, ha dicho que "...Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención...".


El derecho a la tutela judicial efectiva, dentro del cual se inserta el de defensa, proscribe una interpretación jurídica de las normas adjetivas que conduzca a la exigencia a ultranza de condicionamientos que denieguen el acceso a la jurisdicción y, con él, a la verdad jurídico-objetiva, por motivos de excesivo ritualismo formal, que pueden ser superados sin quebranto para la estructura y configuración legal del proceso, como así también de la seguridad y la certeza jurídica en las relaciones procesales nacidas al amparo de las normas adjetivas (doctrina de esta Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 85/2000 "Telefónica...", reiterada en Sent. Nro. 10/2012 "Toyota…", entre otras).


17. En definitiva, el análisis de la situación detallada a la luz del principio general "pro actione" bastaba para estimar, con el objeto de evitar una eventual denegación de justicia dada la etapa en que se encuentra el proceso, que existían "dudas razonables" respecto del modo en que quedaba agotada la vía administrativa a tenor de las circunstancias fácticas consideradas en el presente.


Consecuentemente, en virtud del principio señalado, el que consiste en brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento, cabe propiciar como una solución razonable para este caso de excepción, habilitar la instancia del control judicial.


18. En mérito a las consideraciones precedentemente expuestas, procede acoger favorablemente el recurso de apelación interpuesto por la actora y sin necesidad de reenvío (art. 390 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182), revocar la decisión impugnada y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa (arts. 1º, 6 y 8 de la Ley 7182), disponiendo su remisión al Tribunal de origen para que imprima curso a la acción.
19. Por último, no procede imponer costas, por tratarse de un recurso interpuesto con motivo de un pronunciamiento dictado en oportunidad del artículo 11 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, esto es antes de dar trámite a la demanda         (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu).


Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora    (fs. 62) y, consecuentemente, revocar el Auto Interlocutorio Número Veintiséis dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el doce de febrero de dos mil quince (fs. 59/61), como así también dejar sin efecto el decreto emanado del Presidente del Tribunal de fecha veintiocho de noviembre de dos mil catorce (fs. 44 y vta.), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu).


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Ignacio Vélez Funes (h)             -parte actora-, por los trabajos efectuados en esta instancia, sean regulados por la Cámara        a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..


Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:


Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:

I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 62) y, consecuentemente, revocar el Auto Interlocutorio Número Veintiséis dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el doce de febrero de dos mil quince    (fs. 59/61), como así también dejar sin efecto el decreto emanado del Presidente del Tribunal de fecha veintiocho de noviembre de dos mil catorce (fs. 44 y vta.), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu).


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Ignacio Vélez Funes (h)           -parte actora-, por los trabajos efectuados en esta instancia, sean regulados por la Cámara a //RRESPONDE: A los autos caratulados: "DIAZ, ELBA Y OTRO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Nº 1965561)
quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..


Protocolizar, dar copia y bajar.-

MARÍA MARTA CÁCERES de BOLLATI


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





DR. DOMINGO JUAN SESIN


PRESIDENTE SALA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA


TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA
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